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Procede el Despacho a resolver la solicitud de tutela promovida por DIANA MARÍA 

RUÍZ SUAREZ en contra de la CONFIAR COOPERATIVA FINANCIERA, encaminada 

a proteger su derecho fundamental de Petición.  

 

I. ANTECEDENTES 

 

1.1 Supuestos fácticos y pretensiones- En síntesis, manifestó el accionante que, 

desde el 08 de junio de 2021, radicó petición ante la CONFIAR COOPERATIVA 

FINANCIERA, por intermedio de su sistema de PQRS, encaminada a que le fueran 

proporcionada información sobre póliza de seguro de su finado compañero 

permanente, el señor CARLOS ALBERTO OSPINA BEDOYA. 

 

1.2.- Trámite. - Admitida la solicitud de tutela el 04 de agosto hogaño, se ordenó 

la notificación a la accionada. 

 

1.2.1 La CONFIAR COOPERATIVA FINANCIERA , manifestó que, Consideramos 

importante anotar que, la señora Diana María Ruíz Suárez, no adjuntó a la petición 

ningún documento que la acredite legalmente como cónyuge del citado señor Ospina 

Bedoya; motivo por el cual la Cooperativa en cumplimiento de la orientación dada 

por la Superintendencia Financiera de Colombia en materia de Reserva bancaria, no 

puede suministrar información financiera a terceros, mientras ésta no sea solicitada 



por su titular o en caso de una persona fallecida por sus legítimos herederos, siempre 

y cuando demuestren legalmente el parentesco con el causante. 

 

Aunado a lo anterior, es un deber legal de la Cooperativa dar cumplimiento a las 

disposiciones normativas establecidas en la ley 1581 de 2012, en cuanto a la 

protección de datos personales a que se refiere en el parágrafo del artículo 2 y literal 

h) del artículo 4 de la citada ley, donde de manera expresa se indica, (Transcribimos 

de forma textual)  

 

Parágrafo. Los principios sobre protección de datos serán aplicables a todas las bases de 

datos, incluidas las exceptuadas en el presente artículo, con los límites dispuestos en la 

presente ley y sin reñir con los datos que tienen características de estar amparados 

por la reserva legal. En el evento que la normatividad especial que regule las bases de 

datos exceptuadas prevea principios que tengan en consideración la naturaleza especial de 

datos, los mismos aplicarán de manera concurrente a los previstos en la presente ley. 

(Subrayado fuera de texto) 

 

h) Principio de confidencialidad: Todas las personas que intervengan en el Tratamiento de 

datos personales que no tengan la naturaleza de públicos están obligadas a garantizar la 

reserva de la información, inclusive después de finalizada su relación con alguna de las 

labores que comprende el Tratamiento, pudiendo sólo realizar suministro o comunicación 

de datos personales cuando ello corresponda al desarrollo de las actividades autorizadas en 

la presente ley y en los términos de la misma. 

 

Es cierto que la Cooperativa resolvió de fondo las dos peticiones que ha radicado la 

accionante y con respecto a la información de pólizas de seguros, igualmente se le 

informó a la señora Diana María Ruíz Suárez, que la información goza de reserva 

bancaria. Lo anterior teniendo en cuenta que, como establecimiento de crédito 

Confiar se encuentra obligada a velar por la reserva bancaria de forma integral y no 

particular, tal y como se puede inferir del pronunciamiento realizado por la 

Superintendencia Financiera de Colombia en este sentido...”La reserva bancaria es 

considerada como una de las garantías más valiosas que tienen los clientes o usuarios que 

transfieren a las entidades vigiladas, a título de secreto, parte o toda su información 

personal y su intimidad económica, por cuanto se considera que dicha información hace 

parte del derecho a la intimidad, por un lado, y de la confidencialidad reconocida que tienen 

los libros y papeles del comerciante. La bondad del secreto ha sido reconocida por la 



doctrina y por la jurisprudencia, y es por ello que los actos que la violentan son 

objeto de censura”. (Subrayado fuera de texto) 

 

Con respecto a la declaración extrajuicio que la accionante adjuntó al derecho de 

petición, consideramos importante anotar que en respuesta suministrada por la 

Cooperativa con fecha 2 de julio del 2021, se le manifestó a la señora Diana María 

Ruíz Suárez, que los mecanismos legales para declarar de manera eficaz una Unión 

Marital de Hecho con su respectiva Sociedad Patrimonial son: Escritura Pública, Acta 

de Conciliación o Sentencia Judicial, tal y como se encuentra previsto en la ley 54 

de 1990 y 979 de 2005.  

 

Cabe anotar que el documento que la accionante allegó con el derecho de petición 

es una declaración extrajuicio. 

 

Adjuntamos copia de la carta de respuesta. 

 

II. CONSIDERACIONES 

 

2.1. Competencia. - Esta agencia judicial es competente para conocer y fallar de 

acuerdo con lo preceptuado en los artículos 86 de la Constitución Nacional, art. 37 

del Decreto 2591 de 1991 y el inciso 2°, numeral 1° del artículo 1° del Decreto 1382 

de 2000. 

 

2.2. Problema jurídico. - Corresponde al Juez Constitucional determinar si en este 

caso es procedente la acción de tutela para ordenarle a la accionada, dar respuesta 

a la petición presentada en 08 de junio de 2021, o si por su parte a misma ya fue 

resuelta y comunicada a la accionante. 

 

2.3. Marco Normativo aplicable. - Constitución Política: Arts. 1, 2, 11, 48, 49, 

86, 228, 230.  Decreto 2591 de 1991: Arts. 1, 5, 10, 23, 27, 29, 42. Decreto 306 de 

1992: Arts. 4 y 6. Decreto 1382 de 2000. 

 

2.4. De la acción de tutela - La acción de tutela conforme al artículo 86 de la 

Carta Política de 1991, es un mecanismo de protección de carácter residual y 

subsidiario que puede ser utilizado ante la vulneración o amenaza de derechos 



fundamentales, cuando no exista otro medio idóneo para la protección de los 

derechos invocados, o cuando existiendo otro medio de defensa judicial, se requiera 

acudir al amparo constitucional como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio 

irremediable (artículo 8 del Decreto 2591 de 1991). 

 

La naturaleza subsidiaria y excepcional de la acción de tutela, permite reconocer la 

validez de los medios y recursos ordinarios de protección judicial, como mecanismos 

legítimos y prevalentes para la salvaguarda de los derechos. De manera que, al 

existir estos mecanismos, los ciudadanos se encuentran obligados a acudir de 

manera preferente a ellos, cuando son conducentes para conferir una eficaz 

protección constitucional. De allí que quien alega la afectación de sus derechos debe 

agotar los medios de defensa disponibles por la legislación para el efecto, exigencia 

ésta que se funda en el principio de subsidiariedad de la tutela descrita, que 

pretende asegurar que una acción tan expedita no sea considerada en sí misma una 

instancia más en el trámite jurisdiccional, ni un mecanismo de defensa que 

reemplace aquellos diseñados por el legislador, y menos aún, un camino excepcional 

para solucionar errores u omisiones de las partes. 

 

2.5. DERECHO DE PETICIÓN. - En el marco de una democracia participativa, el 

derecho de petición cumple un papel relevante como factor esencial del estado 

social de derecho. Es por el ello que la propia Constitución Política lo consagra 

expresamente en su artículo 23 y le reconoce el carácter de derecho fundamental. 

Al respecto, la citada norma dispone que “toda persona tiene derecho a presentar 

peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular 

y a obtener pronta resolución”.  

 

Ahora, normativamente el derecho de petición se encuentra regulado en la Ley 1755 

de 2015, que modificó el Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, estableciendo como término general para resolver las 

distintas modalidades de peticiones, los quince (15) días siguientes a la recepción, 

señalando plazos diferentes cuando se trata de peticiones de documentos y de 

información (diez (10) días) y las peticiones mediante las cuales se eleva una 

consulta a las autoridades en relación con las materias a su cargo (treinta (30) días). 

 



La Corte Constitucional en la sentencia de T-332 de 2015 se ha referido en distintas 

oportunidades a la importancia de esta garantía fundamental, cuya efectividad, 

según se ha reconocido, “resulta indispensable para el logro de los fines esenciales del 

Estado, particularmente el servicio de la comunidad, la promoción de la prosperidad 

general, la garantía de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución y 

la participación de todos en las decisiones que los afectan, así como para asegurar que las 

autoridades cumplan las funciones para las cuales han sido instituidas (artículo 2o. 

Constitución Política)”1.   

 

A partir de esta garantía la jurisprudencia ha fijado una serie de reglas y de parámetros 

relacionados con el alcance, núcleo esencial y contenido de este derecho. Al respecto ha 

precisado lo siguiente:  

 

“a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los 

mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan 

otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación 

política y a la libertad de expresión. 

b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna 

de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no 

resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido. 

c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de 

fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. ser puesta en 

conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre 

en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición. 

d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se 

concreta siempre en una respuesta escrita. 

e) Este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a quienes 

ejercen autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones privadas cuando 

la ley así lo determine.  

f) La Corte ha considerado que cuando el derecho de petición se formula ante 

particulares, es necesario separar tres situaciones: 1. Cuando el particular presta un 

servicio público o cuando realiza funciones de autoridad. El derecho de petición opera 

igual como si se dirigiera contra la administración. 2. Cuando el derecho de petición se 

constituye en un medio para obtener la efectividad de otro derecho fundamental, puede 

protegerse de manera inmediata. 3. Pero, si la tutela se dirige contra particulares que 

no actúan como autoridad, este será un derecho fundamental solamente cuando el 

Legislador lo reglamente. 

 
1 Sentencia T-012 de 1992. 



g). En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene la 

administración para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se acude al 

artículo 6º del Código Contencioso Administrativo que señala 15 días para resolver 

(norma que fue derogada por la ley 1255 de 2015). De no ser posible, antes de que se 

cumpla con el término allí dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en 

dicho lapso, la autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término 

en el cual se realizará la contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad del 

término será determinante, puesto que deberá tenerse en cuenta el grado de dificultad 

o la complejidad de la solicitud. Cabe anotar que la Corte Constitucional ha confirmado 

las decisiones de los jueces de instancia que ordena responder dentro del término de 15 

días, en caso de no hacerlo, la respuesta será ordenada por el juez, dentro de las 

cuarenta y ocho (48) horas siguientes. 

h) La figura del silencio administrativo no libera a la administración de la obligación de 

resolver oportunamente la petición, pues su objeto es distinto. El silencio administrativo 

es la prueba incontrovertible de que se ha violado el derecho de petición.  

i) El derecho de petición también es aplicable en la vía gubernativa, por ser ésta una 

expresión más del derecho consagrado en el artículo 23 de la Carta. Sentencias T-294 

de 1997 y T-457 de 1994.”2 

 

2.6.- Acceso a la información privada, sentencia T 114 de 2018 

  

La jurisprudencia de la Corte Constitucional define la información privada como 

aquella que se encuentra en el ámbito propio del sujeto a quien le incumbe y, por 

ende, sólo puede accederse a esta por orden de autoridad judicial en el ejercicio de 

sus funciones. La información personal comprende la relacionada con los libros de 

los comerciantes, los documentos privados, las historias clínicas, la información 

extraída a partir de la inspección del domicilio o luego de la práctica de pruebas en 

procesos penales sujetas a reserva. De igual forma, tiene naturaleza de información 

privada “la información genética que reposa en bancos de sangre, esperma, 

laboratorios, consultorios médicos u odontológicos o similares”. 

  

La Corte ha advertido que en los eventos aludidos, esta información revela facetas 

importantes de la vida personal, social y económica del individuo y que, debido a 

expresa disposición constitucional o por su propia naturaleza, solo puede ser 

divulgada por autorización de la persona a la que se refiere, o por la existencia de 

 
2 Ver Sentencia T-377 de 2000, T-173 de 2013, T-211-14, entre otras. 



una decisión judicial. “En estos casos, la justificación que explica la posibilidad de 

divulgar la información, en contra de la voluntad de la persona a la que se refiere, 

puede hallarse en finalidades especialmente importantes como ocurre, por ejemplo, 

con la búsqueda de la verdad en un proceso penal”. 

  

Recientemente, la Sala Séptima de Revisión de la Corte Constitucional precisó que 

las reglas establecidas para el acceso a la información y a los documentos públicos 

no son aplicables en el caso de los documentos e informaciones privadas, pues como 

lo ha señalado la Corte, las relaciones entre particulares se desarrollan bajo el 

postulado de la libertad y la autonomía de la voluntad privada y, por tanto, no deben 

existir desequilibrios ni cargas adicionales para los ciudadanos. 

  

A propósito de lo anterior, debe traerse a colación que la Ley 1581 de 2012 reguló 

lo relacionado con el tratamiento de datos personales. Entre sus principios 

orientadores está el de confidencialidad, en cuya virtud las personas que intervengan 

en el tratamiento de datos personales que no tengan la naturaleza de públicos, están 

obligadas a garantizar la reserva de la información, incluso después de finalizada su 

relación con alguna de las labores que comprende el tratamiento, pudiendo solo 

realizar suministro o comunicación de datos personales cuando ello corresponda al 

desarrollo de las actividades autorizadas en el mencionado cuerpo normativo. 

  

Efectivamente, la mencionada ley estatutaria delimitó el concepto de datos sensibles 

como aquellos que afectan la intimidad del titular o cuyo uso indebido puede generar 

su discriminación, tales como los que revelen el origen racial o étnico, orientación 

política, convicciones religiosas o filosóficas, pertenencia a sindicatos, organizaciones 

sociales de derechos humanos o que promuevan intereses de cualquier partido 

político o garanticen los derechos y garantías de partidos políticos de oposición, así 

como los datos relativos a la salud, a la vida sexual y los datos biométricos. 

  

La normativa aludida prohibió el tratamiento de datos sensibles, salvo los siguientes 

eventos, cuando: 

  

i)                   El titular haya dado su autorización explícita a dicho tratamiento, 

salvo en los casos que por ley no sea requerido el otorgamiento de dicha 

autorización; 



 

ii)                El tratamiento sea necesario para salvaguardar el interés vital del Titular 

y este se encuentre física o jurídicamente incapacitado. 

 

iii)              El tratamiento sea efectuado en el curso de las actividades legítimas y 

con las debidas garantías por parte de una fundación, ONG, asociación o 

cualquier otro organismo sin ánimo de lucro, cuya finalidad sea política, 

filosófica, religiosa o sindical, siempre y cuando se refieran exclusivamente a 

sus miembros o a las personas que mantengan contactos regulares por razón 

de su finalidad; 

 

iv)              El tratamiento se refiera a datos que sean necesarios para el 

reconocimiento, ejercicio o defensa de un derecho en un proceso judicial; 

 

v)                El tratamiento tenga una finalidad histórica, estadística o científica. 

  

Ahora bien, en lo atinente a los datos personales de niños, niñas y adolescentes, la 

Ley 1581 proscribió el tratamiento de dicha información, salvo aquellos datos que 

sean de naturaleza pública. 

 

 

2.7 El caso en estudio y solución al problema jurídico planteado. - En este 

caso, el accionante envió petición el 08 de junio de 2021, ante CONFIAR 

COOPERATIVA FINANCIERA, por intermedio de su sistema de PQRS, encaminada a 

que le fueran proporcionada información sobre póliza de seguro de su finado 

compañero permanente, el señor CARLOS ALBERTO OSPINA BEDOYA. 

 

Así, si el núcleo esencial del derecho de petición, reside en la resolución pronta y 

oportuna de la cuestión solicitada, que debe darse en un tiempo razonable y que 

debe ser comunicada al peticionario; en este caso, DIANA MARÍA RUÍZ SUAREZ  

mediante derecho de petición con destinatario final la CONFIAR COOPERATIVA 

FINANCIERA, encaminada a que le fuera proporcionada información sobre póliza de 

seguro de su finado compañero permanente, el señor CARLOS ALBERTO OSPINA 

BEDOYA. 

 



 

Entonces dado que, al momento de presentar la acción constitucional la solicitante 

advierte que recibió respuesta a las 2 peticiones enviadas y aporta prueba de ello, 

más su inconformidad radica en la negativa del tutelado, informándole que dicha 

información estaba sometida a reserva bancaria, sin embargo, la entidad accionada 

no se pronunció respecto de la solicitud de la copia de las pólizas de seguro en 

donde la accionante ostente la calidad de beneficiaria y/o esté relacionada. 

 

Por su parte la entidad, tanto en las respuestas emitidas a la accionante como en la 

presentada al Despacho indica que CONFIAR como establecimiento de crédito se 

encuentra obligada avelar por la reserva bancaria de forma integral y no particular 

y resalta que los documentos aportados por la tutelante no son idóneos para 

acreditar el parentesco con el finado, información que fue dada en las respuestas 

emitidas, tal y como se puede inferir del pronunciamiento realizado por la 

Superintendencia Financiera de Colombia en este sentido; 

 

”La reserva bancaria es considerada como una de las garantías más valiosas que 

tienen los clientes o usuarios que transfieren a las entidades vigiladas, a título de 

secreto, parte o toda su información personal y su intimidad económica, por cuanto 

se considera que dicha información hace parte del derecho a la intimidad, por un 

lado, y de la confidencialidad reconocida que tienen los libros y papeles del 

comerciante. La bondad del secreto ha sido reconocida por la doctrina y por la 

jurisprudencia, y es por ello que los actos que la violentan son objeto de censura”. 

 

Al respecto tenemos que, la Ley 1580 de 2012 a indica;  

 

En su parágrafo del artículo 2; 

 

Parágrafo. Los principios sobre protección de datos serán aplicables a todas las bases 

de datos, incluidas las exceptuadas en el presente artículo, con los límites dispuestos 

en la presente ley y sin reñir con los datos que tienen características de estar 

amparados por la reserva legal. En el evento que la normatividad especial que regule 

las bases de datos exceptuadas prevea principios que tengan en consideración la 

naturaleza especial de datos, los mismos aplicarán de manera concurrente a los 

previstos en la presente ley. 

 



Así mismo, en su artículo 13 establece; 

 

Artículo 13. Personas a quienes se les puede suministrar la información. La 

información que reúna las condiciones establecidas en la presente ley podrá 

suministrarse a las siguientes personas: 

a) A los Titulares, sus causahabientes o sus representantes legales; 

b) A las entidades públicas o administrativas en ejercicio de sus funciones legales o 

por orden judicial; 

c) A los terceros autorizados por el Titular o por la ley. 

 

Por su parte la ley 1755 de 2015 estableció;  

 

Artículo 32. Derecho de petición ante organizaciones privadas para garantizar 

los derechos fundamentales. Toda persona podrá ejercer el derecho de petición para 

garantizar sus derechos fundamentales ante organizaciones privadas con o sin 

personería jurídica, tales como sociedades, corporaciones, fundaciones, 

asociaciones, organizaciones religiosas, cooperativas, instituciones financieras o 

clubes. 

parte subrayado CONDICIONALMENTE exequible> Salvo norma legal 

especial, el trámite y resolución de estas peticiones estarán sometidos a los principios 

y reglas establecidos en el Capítulo I de este título. 

Las organizaciones privadas solo podrán invocar la reserva de la información 

solicitada en los casos expresamente establecidos en la Constitución Política y la ley. 

 

Ahora ante la negativa de la entidad la ley previó;  

 

Artículo 26. Insistencia del solicitante en caso de reserva. <Artículo 

CONDICIONALMENTE exequible> Si la persona interesada insistiere en su petición 

de información o de documentos ante la autoridad que invoca la reserva, 

corresponderá al Tribunal Administrativo con jurisdicción en el lugar donde se 

encuentren los documentos, si se trata de autoridades nacionales, departamentales 

o del Distrito Capital de Bogotá, o al juez administrativo si se trata de autoridades 

distritales y municipales decidir en única instancia si se niega o se acepta, total o 

parcialmente la petición formulada. 

Para ello, el funcionario respectivo enviará la documentación correspondiente 

al tribunal o al juez administrativo, el cual decidirá dentro de los diez (10) días 

siguientes. Este término se interrumpirá en los siguientes casos: 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1437_2011.html#32
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1437_2011.html#26


1. Cuando el tribunal o el juez administrativo solicite copia o fotocopia de los 

documentos sobre cuya divulgación deba decidir, o cualquier otra información que 

requieran, y hasta la fecha en la cual las reciba oficialmente. 

2. Cuando la autoridad solicite, a la sección del Consejo de Estado que el 

reglamento disponga, asumir conocimiento del asunto en atención a su importancia 

jurídica o con el objeto de unificar criterios sobre el tema. Si al cabo de cinco (5) 

días la sección guarda silencio, o decide no avocar conocimiento, la actuación 

continuará ante el respectivo tribunal o juzgado administrativo. 

PARÁGRAFO. El recurso de insistencia deberá interponerse por escrito y 

sustentado en la diligencia de notificación, o dentro de los diez (10) días siguientes 

a ella. 

 

El artículo 86 de la Carta Política dispone que la acción de tutela es un mecanismo 

subsidiario para la protección de los derechos fundamentales de las personas, por 

lo que, si las mismas disponen de otros medios de defensa judicial, el mecanismo 

de amparo constitucional se torna improcedente. La norma citada le imprime a la 

acción de tutela un carácter subsidiario y residual, con lo que se pretende 

salvaguardar el principio del juez natural, de manera que, para resolver los 

conflictos, primero se recurra a los mecanismos judiciales de defensa que el 

legislador previamente había regulado. 

 

Por lo tanto, tal como se señaló en la normativa precitada, la tutelante ante la 

negativa de la entidad a la entrega copia de póliza, lo pertinente era proceder 

conforme lo establece la ley 1755 de 2015, siendo este el conducto regular. 

 

Ahora bien, cuando quiera que la respuesta no sea del agrado del 

accionante por no serle favorable, tendrá que debatir el sentido de la 

misma, pero ello no quiere decir que haya vulneración del derecho de petición, pues 

como indicó la Corte Constitucional en Sentencia S-T. 206 de 2018 lo siguiente: 

 

“El segundo elemento implica que las autoridades públicas y los particulares, en los casos 

definidos por la ley, tienen el deber de resolver de fondo las peticiones interpuestas, es decir 

que les es exigible una respuesta que aborde de manera clara, precisa y congruente cada 

una de ellas; en otras palabras, implica resolver materialmente la petición. La jurisprudencia 

ha indicado que una respuesta de fondo deber ser: “(i) clara, esto es, inteligible y contentiva 

de argumentos de fácil comprensión; (ii) precisa, de manera que atienda directamente lo 



pedido sin reparar en información impertinente y sin incurrir en fórmulas evasivas o elusivas 

; (iii) congruente, de suerte que abarque la materia objeto de la petición y sea conforme 

con lo solicitado; y (iv) consecuente con el trámite que se ha surtido, de manera que, si la 

respuesta se produce con motivo de un derecho de petición elevado dentro de un 

procedimiento del que conoce la autoridad de la cual el interesado requiere la información, 

no basta con ofrecer una respuesta como si se tratara de una petición aislada o ex Novo, 

sino que, si resulta relevante, debe darse cuenta del trámite que se ha surtido y de las 

razones por las cuales la petición resulta o no procedente” . En esa dirección, este 

Tribunal ha sostenido “que se debe dar resolución integral de la solicitud, de 

manera que se atienda lo pedido, sin que ello signifique que la solución tenga 

que ser positiva” (Negrillas propias) 

 
Finalmente cabe indicar que el accionante, cuenta en el ordenamiento jurídico con 

otros medios ordinarios de defensa judicial para obtener el restablecimiento sus 

derechos. 

 

Por lo anterior esta acción de tutela no está llamada a prosperar, por cuando a través 

de ella se pretenden sustituir los medios ordinarios de defensa judicial con los que 

cuenta la accionante para hacer valer su derechos ante la vía ordinaria laboral, ya 

que no es propio de la acción de tutela el de servir de medio o procedimiento llamado 

a reemplazar los procesos ordinarios o especiales, ni el de ordenamiento sustitutivo 

en cuanto a la fijación de los diversos ámbitos de competencia de los jueces, ni el 

de instancia adicional a las existentes, pues de ser así, estaría el juez de tutela 

invadiendo esferas que no le corresponden.  

 

En mérito de lo dicho, EL JUZGADO CATORCE CIVIL MUNICIPAL DE 

ORALIDAD DE MEDELLÍN, administrando justicia en nombre de la República de 

Colombia y por mandato constitucional, 

 

I. FALLA: 

 

PRIMERO: DENEGAR por improcedente la tutela incoada por el señor DIANA 

MARÍA RUÍZ SUAREZ en contra de la CONFIAR COOPERATIVA FINANCIERA, 

por los motivos expuestos. 

 



SEGUNDO: NOTIFÍQUESE esta decisión a los interesados por el medio más 

expedito y eficaz, conforme a lo normado en el artículo 30 del Decreto 2591/91. 

 

TERCERO. Esta decisión puede ser impugnada dentro de los tres (03) días 

siguientes a su notificación. Una vez ejecutoriada y de no ser recurrida, remítase el 

expediente ante la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión. 

 

  
NOTIFÍQUESE. 

 
 

JHON FREDY CARDONA ACEVEDO  
Juez 
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